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
En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis Potosí, a las 

diez horas con once minutos del cuatro de septiembre de 
dos mil veintiséis, hora y fecha señaladas para la 

celebración de la audiencia constitucional en el juicio de 

amparo 1297/2026, ante Ana Ley Flores Sánchez, Juez 

Primero de Distrito en el Estado y Secretario con quien actúa 

y autoriza José Ángel Hernández Pérez; se declaró abierta 

sin la asistencia de las partes.

Abierta la audiencia de ley, la Secretario hace relación de 

las actuaciones existentes en autos, consistentes en: autos 

de admisión; constancias de emplazamiento a la parte e 

informes justificados rendidos por las autoridades 

responsables.. 
 

Además, en este momento la Secretario CERTIFICA Y 
HACE CONSTAR, que el presente expediente se encuentra 

debidamente integrado para su resolución en virtud de lo 

siguiente:

1. Sí obra el emplazamiento del Ministerio Público 

Federal.

2. El Ministerio Público Federal no presento pedimento.

3. Que no existen pruebas pendientes de desahogar.

4. Que sí obran los informes justificados de las 

autoridades responsables.

5. Que ya transcurrió la vista de ocho días que 

establece el artículo 117 de la Ley de Amparo para 

que las partes se impongan del contenido del 

informe justificado.

6. Que de una revisión en el Sistema Integral de 

Seguimiento de Expedientes (SISE) no se advierte 

ningún antecedente relacionado con el juicio de 
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2

amparo en que se actúa dentro de este Juzgado de 

Distrito, ni de los demás Juzgados de Distrito de este 

Circuito y ni todos los circuitos.

Asimismo, en este momento, con base en lo previsto en 

los artículos 31, 252, y 27, fracción IV3, de la Nueva Ley de 

Amparo4, la Secretario CERTIFICA Y HACE CONSTAR, lo 

siguiente:

7. La parte quejosa SI proporcionó el usuario 

****************** para la consulta electrónica del 

expediente.

8. La autoridades señalas como responsables son:
• CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN 

LUIS POTOSÍ

• GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ.

1 Artículo 3o. En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito. Su 
presentación puede hacerse de forma electrónica o impresa.
Si las partes o sus representantes cuentan con un usuario dentro del Portal de Servicios en 
Línea del Poder Judicial de la Federación, deberán manifestarlo desde su primera actuación en 
el juicio de amparo, a efecto de que sea a través de dicho medio por el cual se lleven a cabo las 
notificaciones correspondientes.
Las autoridades que tengan suscrito Convenio de Interconexión con el Órgano de 
Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberán informarlo en su 
primera promoción, a efecto de que las notificaciones se realicen por medio de dicho sistema.
La presentación electrónica de promociones será opcional para la parte promovente, por lo que 
en ningún supuesto podrá condicionarse el acceso al procedimiento a la utilización de medios 
digitales, cuando la persona haya elegido ejercer su derecho a promover por escrito.
Únicamente podrán ser orales las promociones que se hagan en las audiencias, notificaciones y
comparecencias autorizadas por la ley, dejándose constancia de lo esencial.
Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo no causarán
contribución alguna. 
Los escritos en forma electrónica se presentarán mediante el empleo de las tecnologías de la 
información, utilizando la Firma Electrónica conforme la regulación que para tal efecto emita el 
Órgano de Administración Judicial.
La Firma Electrónica es el medio de ingreso al sistema electrónico del Poder Judicial de la 
Federación y producirá los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa, como opción para 
enviar y recibir promociones, documentos, comunicaciones y notificaciones oficiales, así como 
consultar acuerdos, resoluciones y sentencias relacionadas con los asuntos competencia de los 
órganos jurisdiccionales.
2 Artículo 25. ...
Las notificaciones a las entidades a que se hace referencia en el párrafo anterior deberán ser 
hechas vía electrónica, con el uso de la Firma Electrónica, a través del Portal de Servicios en 
Línea del Poder Judicial de la Federación o, en su caso, conforme al Convenio suscrito con el 
Órgano de Administración Judicial y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y solo 
excepcionalmente por medio de oficio impreso dirigido al domicilio oficial que corresponda.
3 Artículo 27. ...
I. a III. ...
IV. Cuando obre en autos que la persona cuenta con un usuario dentro del Portal de Servicios
en Línea del Poder Judicial de la Federación, la notificación se hará de forma electrónica.
4 DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, al Código Fiscal de la Federación y a la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa; publicada el dieciséis de octubre de dos mil 
veinticinco, y con entrada en vigor al día siguiente, diecisiete de octubre de dos mil veinticinco.
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
9. Que las autoridades responsables si proporcionaron  

claves de usuarios  ********** , 

****************,  ***************** y  ******** 

para la consulta de expediente, sin embargo no se 
encuentran dentro del catálogo de interconexión 
tecnológica.

A lo anterior la Juez acuerda, téngase hecha la 

relación que antecede, la que será considerada al resolver el 

presente asunto.

Abierto el período de pruebas, la Secretario da 

cuenta con las pruebas documentales aportadas por la parte 

quejosa y por el Notario Público Número Treinta y Tres, 
con ejercicio en el primer Distrito Judicial del Estado de 
San Luis Potosí, por el Tesorero  del Ayuntamiento de 
San Luis Potosí Y demás constancias, asimismo con la 

circunstancia de que las demás partes no hicieron uso de ese 

derecho.

Disponiendo la Juez que: Con fundamento en el artículo 

119 de la Ley de Amparo, se tienen por admitidas y 

desahogadas, en razón de su propia y especial naturaleza, las 

pruebas de referencia, mismas que serán tomadas en 

consideración al momento de resolver el presente Juicio de 

Amparo. 

No habiendo pruebas pendientes por desahogar, se 
cierra el periodo probatorio.

Abierto el período de alegatos, la Secretario da 

cuenta con la circunstancia que ninguna de la partes hizo uso 

de este derecho y que la Agente del Ministerio Público 

Federal adscrita no presentó pedimento.
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Por ello la Juez dispuso: Conforme con lo anterior se 

tiene precluido el derecho de las partes para alegar y a la 

Representación Social el derecho de presentar pedimento.

Al no haber diversas manifestaciones que 
relacionar, se declara el cierre del presente período. 

Acto continuo, el Secretario hace constar que no existe 

trámite pendiente en el presente expediente, y que, por tanto, 

está debidamente integrado para emitir la resolución que en 

derecho corresponda.

Ante ello, la Juez determina, al no haber diligencias 

pendientes por desahogar, y estando debidamente integrado 

el expediente, se levanta la presente acta y se procede a 

dictar la sentencia que corresponde conforme a derecho. Doy 

Fe.

S E N T E N C I A

VISTOS, los autos para resolver el juicio de amparo 

*********, promovido por  ********* ******* ******* 

******* contra actos del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí y otra autoridad.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda.
Mediante escrito presentado el treinta de julio de dos mil 

veintiséis, en la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, capital, 

turnado en la misma data a este Juzgado Primero de Distrito en 

el Estado de San Luis Potosí, por ********* ******* ******* 

******** solicitó el amparo y protección de la justicia federal 

contra el acto y autoridades, que más adelante se precisarán.

SEGUNDO. Derechos fundamentales.
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
La parte quejosa narró los antecedentes del caso; 

formuló los conceptos de violación que estimó pertinentes y 

citó como derechos fundamentales vulnerados, los 

contenidos en los artículos 1°, 14, 16, 28 y 31, fracción IV de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Trámite.
Por acuerdo de cuatro de agosto de dos mil 

veintiséis, se admitió a trámite la demanda instada; se 

solicitaron los informes justificados a las autoridades 

responsables; se dio la intervención legal que compete al 

Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito; y se 

señaló hora y fecha para la celebración de la audiencia 

constitucional; misma que tuvo verificativo al tenor del acta 

que antecede quedando los autos en estado de resolución, 

misma que ahora se pronuncia. 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. 
En este juzgado radica la competencia para conocer del 

presente juicio de amparo, de conformidad con lo que 

disponen los artículos 103, fracción I, y 107, fracción XII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 37, 

último párrafo, 107, fracción II, de la Ley de Amparo, 46 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 

con el Acuerdo General 3/2013, del Pleno del extinto Consejo 

de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del 

número y límites territoriales de los circuitos en que se divide 

la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial 

y especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 

Unitarios de Circuito y de los Jueces de Distrito; pues el acto 

reclamado es atribuido a autoridades administrativas, 

residentes dentro de la jurisdicción de este juzgado y su 

ejecución podrá ocurrir en dicho ámbito.
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SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados.
En el caso, y a efecto de dar cumplimiento a lo 

dispuesto por los artículos 74, fracción I, de la Ley de 

Amparo, resulta conveniente precisar el acto que por esta vía 

se impugna como inconstitucional y que se desprende del 

análisis integral del escrito de demanda, así como de su 

ampliación, para lo cual es necesario interpretar, analizar y 

valorar todo lo expuesto por la parte solicitante del amparo, 

con la finalidad de estar en posibilidad de resolver la litis 

efectivamente planteada y determinar lo que la parte quejosa 

dijo o quiso decir, armonizando los datos proporcionados en 

la demanda.

Lo anterior, tiene sustento además, en el criterio 

sostenido en la tesis de jurisprudencia P./J. 40/2000, emitida 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en la página 32, del Tomo XI, Abril de 2000, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, registro 192097, cuyo rubro y texto señalan:

“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD.  Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente 
el criterio de que el juzgador debe interpretar el escrito de 
demanda en su integridad, con un sentido de liberalidad y no 
restrictivo, para determinar con exactitud la intención del 
promovente y, de esta forma, armonizar los datos y los 
elementos que lo conforman, sin cambiar su alcance y contenido, 
a fin de impartir una recta administración de justicia al dictar una 
sentencia que contenga la fijación clara y precisa del acto o actos 
reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 77, fracción I, 
de la Ley de Amparo”.

Así las cosas, analizada la demanda en su integridad, 

se desprende que la parte promovente del amparo señala 

como autoridades responsables y como actos reclamados 

esencialmente los siguientes:

Del Congreso y Gobernador, todos del Estado de 
San Luis Potosí; en el ámbito de su competencia, la 
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
iniciativa, discusión, aprobación y sanción de:

• El Decreto 0410, publicado el treinta de diciembre de 

dos mil veinticuatro, relativo a la Ley de Ingresos del 

Ayuntamiento de San Luis Potosí, Estado de San Luis 

Potosí, para el ejercicio fiscal 2026, en específico el 

artículo 10 que fija las cuotas o tarifas a cobrar por 

concepto del Impuesto sobre Adquisición de Bienes 

Inmuebles y otros Derechos Reales.

Lo anterior se realiza de conformidad con el criterio que 

sustenta el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que con el número P. VI/2004, aparece publicada en 

la página 255, del Tomo XIX, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de abril de 

dos mil cuatro, Novena Época, registro 181810, que dice:

“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN 
CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO. El 
artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo establece que las 
sentencias que se dicten en el juicio de garantías deberán 
contener la fijación clara y precisa de los actos reclamados, así 
como la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos 
o no por demostrados; asimismo, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido el criterio de que para lograr tal 
fijación debe acudirse a la lectura íntegra de la demanda sin 
atender a los calificativos que en su enunciación se hagan 
sobre su constitucionalidad o inconstitucionalidad. Sin embargo, 
en algunos casos ello resulta insuficiente, por lo que los 
juzgadores de amparo deberán armonizar, además, los datos 
que emanen del escrito inicial de demanda, en un sentido que 
resulte congruente con todos sus elementos, e incluso con la 
totalidad de la información del expediente del juicio, atendiendo 
preferentemente al pensamiento e intencionalidad de su autor, 
descartando las precisiones que generen oscuridad o 
confusión. Esto es, el juzgador de amparo, al fijar los actos 
reclamados, deberá atender a lo que quiso decir el quejoso y no 
únicamente a lo que en apariencia dijo, pues sólo de esta 
manera se logra congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.”

TERCERO. Certeza de actos. 
De igual forma, por razón de orden procesal esta 

resolutora se ciñe a los lineamientos establecidos por la 

fracción I del artículo 74 de la Ley de Amparo, es decir, 
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determinar la existencia de los actos reclamados, porque en 

caso de no existir sería ocioso e incorrecto no sólo analizar la 

procedencia del juicio, sino también abordar la litis 

constitucional planteada, porque la materialidad de los actos 

funciona como un presupuesto lógico ineludible para el 

conocimiento de la vía constitucional, tal como está explicado 

en la Jurisprudencia XVII.2o.J/10, del Segundo Tribunal 

Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava 

Época, registro 212775, Tomo 76, abril de 1994, página 68, 

que dice:

“ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O INEXISTENCIA 
DE LOS. TÉCNICA EN EL JUICIO DE AMPARO. El artículo 91, 
fracción IV, de la Ley de Amparo, establece que procede revocar 
la sentencia recurrida y mandar reponer el procedimiento 
cuando, entre otros casos, el Juez de Distrito o la autoridad que 
haya conocido del juicio en primera instancia haya incurrido en 
alguna omisión que pudiere influir en la sentencia que deba 
dictarse en definitiva. Por otra parte, de acuerdo con la técnica 
que rige al juicio de garantías, en toda sentencia de amparo, sea 
directo o indirecto, la autoridad que conozca del mismo, en 
primer lugar debe analizar y resolver respecto de la certeza o 
inexistencia de los actos reclamados y sólo en el primer caso, lo 
aleguen o no las partes, debe estudiar las causas de 
improcedencia aducidas o que en su criterio se actualicen, para, 
por último, de ser procedente el juicio, dictar la resolución de 
fondo que en derecho corresponda. Lo anterior es así, entre 
otras razones, ya que de no ser ciertos los actos combatidos, 
resultaría ocioso, por razones lógicas, ocuparse del estudio de 
cualquier causa de improcedencia y en el evento de ser fundada 
alguna de éstas, legalmente resulta imposible analizar las 
cuestiones de fondo; en otras palabras, el estudio de alguna 
causa de improcedencia o del fondo del asunto, implica, en el 
primer caso, que los actos reclamados sean ciertos y, en el 
segundo, que además de ser ciertos los actos reclamados, el 
juicio de garantías sea procedente. A mayor abundamiento, el 
no estudio de la certeza o inexistencia de los actos reclamados 
por parte del Juez de Distrito, independientemente de que es 
contrario a la técnica del juicio de amparo en los términos antes 
apuntados, entre otras cuestiones, trastoca la litis del recurso de 
revisión que hagan valer las partes y limita las defensas de 
éstas, porque la sentencia que se dicte en dicho recurso, podría 
carecer de sustento legal, al no poder precisarse con exactitud, 
en primer lugar, la materia del recurso y, en segundo lugar, 
sobre qué actos de los reclamados es procedente, en su caso, 
conceder el amparo, sin que el tribunal del conocimiento pueda 
suplir la omisión apuntada por carecer de facultades para ello, 
pues es obligación del Juez de Distrito ocuparse de la cuestión 
de que se trata, siguiéndose con ello el cumplimiento de la 
obligación constitucional de otorgar a las partes plenitud de 
defensa en contra de un acto de autoridad que afecte su esfera 

JO
SE

 A
N

G
E

L
 H

E
R

N
A

N
D

E
Z

 PE
R

E
Z

706a6620636a663300000000000000000001839a
16/05/27 09:05:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO DE AMPARO 1297/2026

9


jurídica, como puede ser la resolución definitiva por él dictada. 
Así pues, si el Juez de Distrito omitió, previamente al estudio de 
la causa de improcedencia que estimó fundada, el análisis de la 
certeza o inexistencia de los actos reclamados, se actualiza la 
hipótesis jurídica que contempla el artículo 91, fracción IV, de la 
Ley de Amparo, procediendo, en consecuencia, revocar la 
sentencia recurrida y mandar reponer el procedimiento”.

Son ciertos los actos reclamados de las autoridades 

responsables Congreso y Gobernador del Estado de San 
Luis Potosí, consistentes en el ámbito de sus respectivas 

competencias, en la discusión, aprobación, expedición, 

promulgación y publicación, de:

• El Decreto 0410, publicado el treinta de diciembre de 

dos mil veinticuatro, relativo a la Ley de Ingresos del 

Ayuntamiento de San Luis Potosí, Estado de San Luis 

Potosí, para el ejercicio fiscal 2025, en específico el 

artículo 10 que fija las cuotas o tarifas a cobrar por 

concepto del Impuesto sobre Adquisición de Bienes 

Inmuebles y otros Derechos Reales.

Lo anterior, porque así lo expresaron al rendir su 

informe justificado.

Apoya lo anterior, la tesis número V.2º.214 K, visible en 

la página 205, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta de febrero de 1995, Tomo XV-I, de rubro siguiente: 

“LEYES, NO SON OBJETO DE PRUEBA.”

Asimismo la tesis 2a./J. 65/2000, emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Tomo XII, Agosto de 2000, página 260, registro 

digital 191452, que dice:

“PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, 
REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS 
GENERAL PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
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FEDERACIÓN. Respecto de las leyes, reglamentos, decretos y 
acuerdos de interés general, no se necesita probar su existencia 
en autos, pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, 
para que la autoridad judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, 
en virtud de su naturaleza y obligatoriedad, y porque la inserción 
de tales documentos en el órgano oficial de difusión tiene por 
objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal publicidad 
determina precisamente que los tribunales, a quienes se les 
encomienda la aplicación del derecho, por la notoriedad de ese 
acontecimiento, no puedan argüir desconocerlo.”

Acto de aplicación.

• De igual forma, es cierto el acto de aplicación de 

la norma porque está materializado en el recibo 

con número de folio  ************ de once de 

agosto de dos mil veintiséis, expedido a nombre 

del quejoso, por el concepto de impuesto sobre 

Adquisición de Bienes Inmuebles y otros 

Derechos Reales por la cantidad de $********** 

******* ********* *** *********** ********** 

***** *** ********** ****************** 

respecto del inmueble ubicado en  ***** ******* 

***** ***** ****** **** *************** 

*********** ***** ***** *** **** *******

Documento que es eficaz y suficiente para tener 

acreditada la aplicación de la norma reclamada, acorde con lo 

sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la jurisprudencia publicada con el 

número 2a./J. 153/2007, en la página 367, del Tomo XXVI, 

Agosto de 2007, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, correspondiente a la Novena Época, con registro 

171860, de rubro y texto que establecen:

“AMPARO CONTRA LEYES. LA AUTOLIQUIDACIÓN DE UNA 
CONTRIBUCIÓN NO ES UN ACTO IMPUTABLE A LAS 
AUTORIDADES EJECUTORAS, AUNQUE SÍ CONSTITUYE UN 
ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY A PARTIR DEL CUAL 
EMPIEZA A CORRER EL PLAZO PARA PROMOVER EL 
AMPARO. La existencia de un acto de autoridad no puede 
hacerse derivar de la actitud del particular frente al mandato 
legal, sino de la conducta observada por la propia autoridad; por 
tanto, la circunstancia de que el quejoso haya presentado la 
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declaración de pago de un impuesto, con la cual acredita la 
autoaplicación de la ley, no conduce a tener por ciertos los actos 
de determinación y cobro atribuidos a las autoridades ejecutoras. 
Lo anterior, aun cuando la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido que la autoliquidación de una contribución 
constituye un acto de aplicación de la ley, pues ello no significa 
que tal cumplimiento de la norma por el particular deba ser 
atribuido a la autoridad, sino solamente que, para efecto de 
computar el plazo de impugnación constitucional, puede servir de 
base el hecho de que el particular se coloque por sí mismo en el 
supuesto previsto por la ley, sin necesidad de un acto específico 
de la autoridad aplicadora.”

Por tanto, el documento precisado revela que la parte 

quejosa sí realizó el pago de los impuestos y derechos 

reclamados por ende, se auto aplicó el mecanismo contenido 

en los preceptos tildados de inconstitucionales.

CUARTO. Procedencia del juicio de amparo.

Teniendo en cuenta que el artículo 62 de la Ley de 

Amparo, establece que la procedencia del juicio constitucional 

debe analizarse de oficio, por ser un presupuesto procesal 

indispensable que garantiza la eficacia del mismo, este 

juzgado federal procede a su examen, por ser una cuestión 

de orden público y de estudio preferente a la materia de fondo 

de la litis constitucional, independientemente de que ese 

examen sea propuesto o no por las partes.

Lo anterior tiene apoyo en la jurisprudencia sustentada 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión de trece de enero de mil novecientos 

noventa y nueve, número 1a./J. 3/99, impresa en la Página 

13, del Tomo IX, Enero de 1999, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 

194697, aplicable por identidad, de rubro y texto siguiente:

“IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS 
CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE 
AMPARO. De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo 
del artículo 73 de la Ley de Amparo las causales de 
improcedencia deben ser examinadas de oficio y debe abordarse 
en cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal 
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manera que si en la revisión se advierte que existen otras causas 
de estudio preferente a la invocada por el Juez para sobreseer, 
habrán de analizarse, sin atender razonamiento alguno 
expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 
73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas 
conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el 
fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de 
importancia amerita que se estudien de forma preferente. Una de 
estas causas es la inobservancia al principio de definitividad que 
rige en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se 
atendió a ese principio, la acción en sí misma es improcedente, 
pues se entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la 
actualización de este motivo conduce al sobreseimiento total en 
el juicio. Así, si el Juez de Distrito para sobreseer atendió a la 
causal propuesta por las responsables en el sentido de que se 
consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró de oficio que 
respecto de los restantes actos había dejado de existir su objeto 
o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio 
preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría 
lugar al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, 
resultarían inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, 
lo procedente es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base 
en él confirmar la sentencia, aun cuando por diversos motivos, al 
sustentado por el referido Juez de Distrito”.

En ese matiz, al no existir causa de improcedencia 

planteada por las partes, y tampoco este órgano jurisdiccional 

advierte la actuación de alguno de los previstos en la Ley 

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, 

por lo que se impone necesario entrar al estudio de fondo de 

la materia constitucionalmente planteada. 

QUINTO. Estudio de la constitucionalidad del 
artículo 10 de la Ley de Ingresos del Ayuntamiento de 
San Luis Potosí, Estado de San Luis Potosí, para el 
ejercicio fiscal 2026.

En este apartado se tienen reproducidos los conceptos 

de violación, sin que su falta de transcripción cause 

indefensión a las partes, o se falte a los principios de 

congruencia y exhaustividad, implícitos en el artículo 74 de la 

Ley de Amparo. 

Apoya lo expuesto, la tesis 2ª/J. 58/2010, sustentada 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 830, del Tomo XXXI, Mayo de 

2010, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO 
ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los 
preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", 
del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 
amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte 
como obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para 
cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad 
en las sentencias, pues tales principios se satisfacen 
cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 
demanda de amparo o del escrito de expresión de 
agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 
vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad 
o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego 
correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que 
conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para 
hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del 
juzgador realizarla o no, atendiendo a las características 
especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los 
principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 
planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.”

Conceptos de violación.
La quejosa aduce, en forma toral, que el impuesto 

sobre la adquisición de inmuebles que contiene la Ley de 

Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, 

para el ejercicio fiscal 2026, en específico el artículo 10, que 

fija las cuotas o tarifas a cobrar por concepto del Impuesto 
sobre Adquisición de Bienes Inmuebles y otros Derechos 
Reales; es inconstitucional.

Lo anterior ya que la tabla de tarifas comprendida en el 

artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
Luis Potosí, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2026, 
no cumple con un mecanismo justo de progresividad que 

establezca de forma proporcional y equitativa la carga 

tributaria de los destinatarios de la norma. 

Lo anterior ya que la tabla de tarifas comprendida en el 

artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
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Luis Potosí, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2026, 
no cumple con un mecanismo justo de progresividad que 

establezca de forma proporcional y equitativa la carga 

tributaria de los destinatarios de la norma.

Sostiene, que los elementos que integran la tabla 

contenida en el artículo 10 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2026, 

resultan inconstitucionales porque no respetan los principios 

de proporcionalidad y equidad tributaria, previstos en el 

numeral 31, fracción IV, de la Constitución Federal, ya que en 

los rangos 1 a 13 ahí contenidos por una diferencia mínima 

resultan en que el contribuyente deba pagar una cuota fija 

desproporcionada, pues quienes adquieren inmuebles con 

mayor valor, terminan soportando una carga menor en 

términos cualitativos en relación con su capacidad 

contributiva respecto a los contribuyentes que adquieren 

inmuebles de menos cuantía.

Por tanto, los elementos que integran la tabla contenida 

en el artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de San 

Luis Potosí para el ejercicio fiscal 2026 atentan en contra de 

los postulados de justicia tributaria contenidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

porque en su aplicación no se surte una proporcionalidad 

constante en cada uno de los casos que tienen lugar en los 

diferentes niveles o rangos, afectando por consecuencia a 

todos los niveles en que se clasifica la capacidad económica 

de los contribuyentes, por lo que dicha tabla presenta 

únicamente un apariencia formalmente progresiva, que en 

realidad no tiene ya que no guarda una correspondencia real 

respecto de la capacidad económica de los contribuyentes 

provocando que el impuesto reclamado no se cubra de 

acuerdo a la verdadera capacidad de sufragarlo.
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Por lo anterior, es que solicita la parte quejosa se 

declare inconstitucional el artículo 10 de la Ley de Ingresos 

del Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, para el 

ejercicio fiscal 2025.

Los conceptos de violación son fundados acorde con 

las consideraciones siguientes.

Para analizar la proporcionalidad del sistema de 

tributación del impuesto sobre la adquisición de inmuebles y 

otros derechos reales previsto en el artículo 10 de la Ley de 

Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, 

para el ejercicio fiscal 2026, es preciso considerar la fuente 

de riqueza que se grava y el mecanismo establecido para 

cuantificar la base gravable del tributo. 

Así, la tarifa del impuesto sobre adquisición de 

inmuebles se estructura conforme a un sistema de rangos o 
parámetros determinados entre un mínimo y un máximo 

según el valor total del inmueble –que constituye la base 

gravable–, con cuotas fijas y factores aplicables sobre el 

excedente del límite inferior. 

En relación con lo anterior, el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que tratándose 

de impuestos que recaen sobre la propiedad raíz, como lo es 

el impuesto sobre adquisición de inmuebles, la capacidad 

económica de los contribuyentes puede gravarse 

diferencialmente a través de tarifas progresivas, a fin de que 

en cada caso el impacto sea distinto.

En efecto, en la ejecutoria que dio lugar a la tesis de 
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jurisprudencia 2a./J. 222/2009,5 se precisó que la Suprema  

Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 29/2008, en sesión de doce de mayo de 

dos mil ocho, estableció que, aun cuando el legislador cuenta 

con un amplio margen para la configuración de los elementos 

esenciales del tributo, lo cierto es que la tasa o tarifa 

impositiva debe ser coherente con su naturaleza a fin de 

evitar que se ponga en riesgo un postulado constitucional o el 

acceso a valores mínimos humanos, motivo por el cual, la 

idoneidad de la tasa o tarifa establecida por el legislador es 

un factor fundamental para determinar si el tributo de que se 

trata vulnera o no el principio de proporcionalidad tributaria. 

El alto tribunal, precisó que para analizar la idoneidad 

de la tasa o tarifa de una contribución es importante 

considerar las diferencias existentes entre los distintos tipos 

de tasas o tarifas aplicables, como son: 

a) Específicos: Se aplica a bases impositivas 

expresadas en magnitudes distintas al dinero (como medidas 

de longitud –metro–, de capacidad –litro– y de masa – 

kilogramo–) de tal modo que la tasa consiste en una cifra fija 

para cada unidad.

En este caso la tasa permanece inmutable, cualquiera 

que sea la extensión de la base imponible, pues el importe de 

la deuda varía en relación con la magnitud de la señalada 

base; tasa que suele emplearse en los impuestos reales 

puros o que carecen de subjetivización alguna, y en los 

impuestos indirectos siempre que la base impositiva parta de 

una medida o capacidad, aunque al final pueda expresarse 

en un valor monetario.

5 Registro digital: 165462 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materia(s): 
Administrativa Tesis: 2a./J. 222/2009 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXXI, Enero de 2010, página 301
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 b) Porcentuales: Si la base imponible está 

conformada, como ocurre de ordinario, por el valor del objeto 

o de la operación, el tipo impositivo queda expresado en un 

determinado porcentaje de la base monetaria, que también 

permanece incólume ante la posible variación –menor o 

mayor– de esta base, aunque se diferencia del anterior 

porque esta última no puede colocarse en una medida o 

capacidad, cuota tributaria respectiva y, por ende, en ejercicio 

de su potestad tributaria el legislador puede establecer una u 

otra.

Por lo que pueden ser aplicables excepcionalmente a 

algunos impuestos personales, a los reales y a los indirectos 

tanto al consumo como a las enajenaciones, si el valor de la 

operación o el bien no surge a partir de una unidad de 

medida o capacidad. 

c) Mixtas: El impuesto se ajusta a la magnitud de la 

base con un criterio diverso como establecer varios 

porcentajes o cifras fijas, con arreglo a las variaciones de la 

fuente de riqueza elegida por el legislador ordinario como 

acontece en los distintos porcentajes del impuesto al valor 

agregado, o bien, atendiendo a la afectación que llegue a 

generar la imposición; de ahí que con las diversas tasas se 

pretenda lograr una mayor igualdad entre los sujetos 

obligados o incididos o se atienda a razones de política fiscal. 

d) Progresivo: El tipo impositivo en vez de ser 

uniforme, se modifica al variar en menor o mayor grado la 

base imponible, la cual está dividida en escalones, en los que 

se prevé un gravamen cada vez más elevado hasta llegar a 

un límite máximo. 
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La anterior progresividad escalonada es 

indudablemente mucho más perfecta para acercarse a la 

capacidad contributiva de los contribuyentes, que a su vez 

tienen que soportar la carga económica, en el que el tributo 

reconoce sus situaciones personales o familiares, de modo 

que puede aplicarse este tipo de gravamen al impuesto 

personal, a los subjetivos y, en algunas ocasiones, a los 

impuestos reales que guardan cierta subjetivización como los 

que recaen en la propiedad raíz, no así en los impuestos 

indirectos ya que si el valor monetario expresado en la base 

se puede dividir en unidades de medida o de capacidad, si 

fuese progresiva la tarifa, al final los gobernados por igual 

consumo podrían pagar más o menos impuesto, según si el 

consumo se hace en un solo momento o en varios, en tanto 

que la alícuota aumenta por cada renglón, generándose un 

problema de proporcionalidad tributaria.

De las consideraciones antes transcritas puede 

apreciarse que el tipo de cuota progresiva (tarifa) aumenta a 

medida que incrementa la base gravable, mientras que la 

porcentual (tasa) no se modifica ante la variación de la misma 

sino que permanece estable; sin embargo, ambos tipos 

impositivos son compatibles con las contribuciones a la 

propiedad inmobiliaria como lo es el impuesto de adquisición 

de inmuebles, en tanto permiten medir con precisión la 

capacidad contributiva del causante, pues aunque dicho 

tributo recae sobre una manifestación aislada de riqueza, lo 

cierto es que guarda cierta subjetivización al considerar otros 

aspectos distintos al valor del inmueble para su 

determinación, como lo es el uso o destino del mismo y en 

algunos supuestos, en unión de los anteriores, la situación 

personal del contribuyente. 

En ese sentido, la aplicación de una tasa fija a cualquier 

nivel de patrimonio particular no supone que se contribuya de 
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manera desigual, en virtud de que, ante la variación de la 

base tributaria, la tasa, aunque es la misma, conlleva a que el 

contribuyente pague más o menos conforme a esa 

modificación reconociéndose así la capacidad contributiva 

individual. 

Igual acontece tratándose de la tarifa progresiva, la que, 

al variar en función de la modificación de la base gravable, 

permite que pague más quien revela una mayor capacidad 

contributiva y menos el que la tiene en menor proporción.

Así, la diferencia entre un sistema y otro radica 

medularmente en que, en la tasa fija, la variación de la cuota 

tributaria depende únicamente de la modificación de la base 

gravable, mientras que en la tarifa progresiva, depende tanto 

de la variación de dicha base como del porcentaje aplicable. 

En tal orden de ideas, es evidente que, tratándose del 

impuesto sobre adquisición de inmuebles, tanto la tasa fija 

como la tarifa progresiva son idóneas para obtener la cuota 

tributaria respectiva y, por ende, en ejercicio de su potestad 

tributaria el legislador puede establecer una u otra.

Dicho lo anterior, en el caso, la progresividad de la tarifa 

– como criterio constitucional de proporcionalidad y equidad 

tributaria–, se consigue mediante la estructura de distintos 

rangos o parámetros de la base gravable definidos entre un 

límite mínimo y uno máximo, con la cuota fija y el porcentaje 

aplicable sobre el excedente del límite inferior, dado que ello 

permite cuantificar el gravamen en atención a la verdadera 

capacidad contributiva del causante, ya que la tasa no se 

aplica sobre el total de la base, sino únicamente a la porción 

que excede de cada rango y al resultado se le suma la cuota 

fija, cuya cuantía debe corresponder a la del impuesto a 
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pagar en el límite superior del rango inmediato anterior, para 

compensar la diferencia de una unidad de medición de la 

base gravable entre un rango y otro. 

Una vez efectuadas las precisiones que anteceden, el 

artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis 

Potosí, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal dos mil 

veinticinco, está diseñado conforme al sistema de tarifa 
progresiva, para evidenciar lo afirmado, se trascribe dicho 

ordinal.

“ARTÍCULO 10. El pago del Impuesto Sobre 
Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, se 
regula por las disposiciones de la Ley de Hacienda 
para los Municipios del Estado de San Luis Potosí. 

Para los efectos de vivienda de interés social y 
vivienda popular, se deducirá de la base gravable el 
importe de 10.0 UMA elevados al año, y del impuesto a 
pagar resultante se reducirá el 50%; el importe del 
impuesto a pagar en ningún caso podrá ser inferior a 
4.00 UMA. Los Notarios Públicos, Corredores y demás 
fedatarios que por disposición legal tengan funciones 
notariales, harán constar el impuesto en la escritura 
pública y enterarán este impuesto mediante declaración 
ante la Tesorería Municipal.

 El impuesto se causará y pagará aplicando la 
siguiente tarifa progresiva: 

El impuesto se determinará de la siguiente 
forma: A la base gravable de este impuesto, se le 
disminuirá el límite inferior que corresponda y a la 
diferencia del excedente del límite inferior, se 
multiplicará por el factor aplicable sobre el excedente 
del límite inferior, al resultado se le sumará la cuota fija 
que corresponda y el importe de dicha operación será 
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el impuesto sobre Adquisición de Inmuebles y Otros 
Derechos Reales. La primera asignación o titulación 
que se derive del “Programa de Regulación y Registro 
de Actos Jurídicos Agrarios” en los términos de la Ley 
Agraria, no es sujeta de este impuesto.

La base del impuesto es el que resulte mayor 
entre peso pactado o valor declarado de la operación y, 
el valor catastral del inmueble.

Para efecto de determinar la base del impuesto, 
deberá obtenerse un avaluó catastral con una 
antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha 
en que se formalice la operación, el cual debe ser 
determinado con base en las tablas de valores de usos 
de suelo y construcción, emitida por la autoridad 
catastral correspondiente, y demás normatividad 
aplicable para el presente ejercicio fiscal, debidamente 
publicadas en el Periódico Oficial del Estado.

El precepto citado contiene una tabla para calcular el 

impuesto predial, basada en una estructura de 13 rangos 

denominados límite menor y límite mayor, promedio, cuota 

fija en pesos y un factor para aplicarse sobre el excedente del 

límite inferior. 

El análisis preliminar de la mencionada tabla da a 

entender que la lógica con que se previeron las cantidades 

mínimas y máximas, estableciendo como diferencia entre el 

límite superior de un rango y el inferior del subsecuente la 

mínima fracción monetaria de 0.01 cero punto un centavo, 

es generar en conjunto con la aplicación de la tarifa un 

impuesto progresivo y, en consecuencia, proporcional.

Esto es, el objetivo buscado por el legislador fue que, al 

aumentar el valor de los montos límite de cada rango 

consecutivo 0.01 cero punto un centavo, el contribuyente 

que adquiera un inmueble con un valor más alto pague un 

impuesto superior que el ubicado en el rango precedente, e 

inferior al ubicado en el rango sucesivo. 

Para definir si la aplicación de la mecánica del impuesto 

cumple el propósito mencionado, a continuación se expone 
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en primer lugar el procedimiento para el cálculo de la 

contribución. 

El procedimiento para calcular el impuesto sobre 

adquisición de inmuebles consiste en:

1) Identificar la base gravable, tomando en cuenta el 

que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado 

de la operación, y el valor catastral del inmueble, para lo cual 

deberá obtenerse un avalúo (artículo 30 de la Ley de 

Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí).

2) Ubicarlo en el rango del 1 al 13 en la tabla que 

establece el artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio 

de San Luis Potosí, San Luis Potosí.

3) Una vez ubicada la cantidad a que asciende la base 

gravable en el renglón o rango correspondiente, restar la 

cantidad indicada como límite de los valores menor de ese 

rango. Al resultado de la resta se le denomina excedente del 

límite inferior.

4) Multiplicar el resultado por el factor de aplicación 

sobre el excedente del límite inferior, que se contiene en la 

quinta columna, atendiendo al renglón en que se ubicó el 

valor catastral.

5) Al resultado que se obtenga de la operación anterior, 

se suma la cuota fija que se contiene en la cuarta columna. 

De lo expuesto, en principio, se aprecia que el 

legislador configuró la tarifa aplicable con rangos 

determinados según el monto del valor del inmueble, que 

constituye la base imponible en orden creciente, con base en 

una estructura de rangos, una cuota fija y una tasa para 
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aplicarse sobre el excedente del límite inferior.

Sin embargo, ello no es suficiente para examinar la 

proporcionalidad del impuesto de adquisición de un bien 

inmueble, pues es necesario hacer un análisis de la tabla 

antes trascrita, con la finalidad de determinar si estamos ante 

la presencia de un impuesto progresivo y, en consecuencia, 

acorde al principio de proporcionalidad. 

En lo que respecta al análisis de la progresividad de la 

tabla, es aplicable por identidad de razón la tesis de 

jurisprudencia 2a./J. 224/2009, Segunda Sala de la  Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, consultable en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXXI, Enero de 2010, página 284, registro digital 165484, 

que dice: 
“PREDIAL. EL ANÁLISIS DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
RESPECTO DE TARIFAS O TABLAS (PROGRESIVAS 
O DECRECIENTES) OBLIGA A TOMARLAS EN 
CUENTA EN SU INTEGRIDAD, SIN ENFOCARLO A 
UNO SOLO DE LOS RENGLONES (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2008). En la tesis aislada P. XLI/93, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Número 67, julio de 1993, 
página 25, con el rubro: "PREDIAL. LAS 
REDUCCIONES ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 20, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE HACIENDA DEL 
DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE 
A PARTIR DE 1990, PARA LOS INMUEBLES DE USO 
HABITACIONAL, RESPETAN LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIOS.", el 
Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo que el régimen especial de tributación 
del impuesto predial para inmuebles de uso habitacional 
no vulnera el principio de equidad tributaria contenido en 
el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, si a los contribuyentes 
que se encuentran alojados en el mismo rango se les 
aplica la reducción del 0%. Este análisis de equidad 
lineal en donde a los sujetos ubicados en un mismo 
renglón se les otorga igual tratamiento, con lo que se 
tenía por cumplido ese principio, ha sido superado por 
criterios recientes de la actual integración de la Suprema 
Corte, en los cuales, tratándose de tablas y tarifas 
fiscales, la perspectiva vertical es la idónea para 
examinar si aquéllas cumplen o no con el principio de 
equidad tributaria, tomando en cuenta todos los 
renglones y no internamente sólo uno de ellos, dado que 
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requieren ser progresivas.”

Por tanto, con la finalidad de llevar a cabo un estudio de 

la tabla del artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, se realizará un ejercicio 

numérico para con ello estar en aptitud de poder determinar 

si las tarifas que contiene tienen el carácter de progresivas. 

En principio, en la tabla que se inserta a continuación, 

se indican los elementos que integran cada rango conforme a 

lo previsto en el artículo 10 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, para el 

ejercicio fiscal 2026. 

Posteriormente, debajo de cada apartado se presentan 

dos ejemplos por rango. 

Cabe destacar que en la primera y segunda fila de la 

tabla en que se ejemplifica cada uno de los rubros se lleva a 

cabo el procedimiento utilizando cantidades que coinciden 

con el límite inferior y superior del rango, respectivamente.

 En la última columna, de rubro ISAI —impuesto sobre 

adquisición de inmuebles— se indica el resultado de cada 

operación.
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Al respecto, como se desprende del siguiente ejemplo, 

el cual es apegado a lo analizado en este punto, es el 

siguiente:

Lo anterior revela las diferencias que se deben pagar 

respecto de un inmueble que se ubica en el valor más alto de 

un rango, con el que se debe pagar en relación con un 

inmueble ubicado en el valor más bajo del rango inmediato 

continuo, las siguientes:

De esta manera, entre las hipótesis de base gravable 

que se consideraron a manera de ejemplo para calcular el 

impuesto resultante en cada rango de la tabla prevista en el 

artículo 10 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis 

Potosí, San Luis Potosí, se encuentran las que corresponden 

a los límites –inferior y superior–. 
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Se observa que las sumas predeterminadas en la 

norma como límite inferior y límite superior incrementan 

progresivamente. 

También se advierte que la cantidad prevista como 

cuota fija aumenta gradualmente en cada rango. 

Sin embargo, la progresividad del impuesto en bases 

gravables cercanas al límite de cada rubro se distorsiona al 

multiplicar el excedente del límite inferior por el porcentaje de 

aplicación y sumar la cuota fija, operaciones que se hacen 
conforme a la mecánica del impuesto. 

La suma de la cuota fija más el porcentaje aplicado 

sobre el excedente del límite inferior afecta la progresividad 

en las sumas totales de cada rango, generando 

desproporcionalidad en el impuesto. 

Lo anterior, porque no obstante que la regla general 

para el cambio de un rango a otro es la diferencia de 0.01 
(cero punto un centavo), el incremento entre uno y otro en 

la cantidad a pagar por concepto del impuesto no aumenta en 

dicha proporción.

De igual forma, el pago del impuesto disminuye entre 

una y otra, esto es, la carga tributiva es más onerosa para 

quien adquiere un inmueble de menor valor que para quien 

adquiere un inmueble de mayor valor, por lo que es regresiva.

Como se expuso previamente, la lógica del impuesto es 

que una base gravable superior genere una contribución 

mayor, sin embargo, el pago de esta debe ser conforme a la 

modificación de la base tributaria, que en el caso serían 

centavos y no cientos o miles pesos de diferencia, partiendo 

de que el cambio de un rango a otro es la diferencia de 0.01 
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cero punto un centavo, a fin de que se reconozca la 

capacidad contributiva individual; no obstante, la falta de 

progresividad antes mencionada se traduce en falta de 

proporcionalidad.

Así, la progresividad de la tarifa tal como está prevista 

no se consigue mediante la estructura de distintos rangos de 

la base gravable definidos entre un límite mínimo y uno 

máximo, y una cuota fija progresiva, pues esta última en 

conjunto con la tasa (factor de aplicación) aplicable sobre el 

excedente del límite inferior, impiden cuantificar el gravamen 

en atención a la verdadera capacidad contributiva del 

causante.

Además, el impuesto que se debe pagar respecto de un 

inmueble que se ubique en el valor más bajo (límite inferior) 

entre uno y otro es menor al que se debe pagar en relación 

con un inmueble ubicado en el valor más alto (límite superior) 

del rango anterior, aun cuando la base gravable es más alta 

en ese rango.

Es decir, el aumento de la base gravable, si bien 

provoca un cambio de rango, también lo es que el salto de un 

rango a otro no conlleva un incremento en el monto de la 

contribución, sino que genera una cantidad menor a la que 

acontece dentro del rango inmediato anterior. 

De tal manera que uno de los elementos esenciales del 

impuesto, la tarifa, contiene un vicio que genera su 

inconstitucionalidad. 

Consecuentemente, resulta fundado el argumento de 

la parte quejosa, dado que la tarifa prevista en el artículo 10 

de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, San 
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Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2026, viola el principio de 

proporcionalidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción 

IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en tanto que no existe relación progresiva y 

equivalente en el impuesto que resulta de aplicar la tarifa de 

un rango a otro para determinar el impuesto sobre 

adquisición de inmuebles. 

Acto en el que se materializó la imposición del 
impuesto reclamado

En autos obra el recibo de entero folio ************ 
de diecinueve de febrero de dos mil veintiséis, expedido a 

nombre del quejoso, por el concepto de impuesto sobre 

Adquisición de Bienes Inmuebles y otros Derechos Reales 

por la cantidad de $********** ******* ********* *** 

*********** ********** 
***** *** ********** ****************** respecto del inmueble ubicado en ***** 

******* ***** ***** ****** **** *************** 

*********** ***** ***** *** **** ******* y retenido 

previamente por el Notario Público Número  Treinta y Tres 

con ejercicio en el Estado de San Luis Potosí, mediante la 

transferencia bancaria realizada por el quejoso el once de 

agosto de dos mil veintiséis.

䑩捨漀  搀潣畭敮瑯  瑩敮攠 灬敮漠 癡汯爠 灲潢慴潲楯  敮 

瓩牭楮潳  摥  汯  摩獰略獴漠 敮  汯猠 湵浥牡氀敳  ㄲ㤠 礠 ㈀〲  摥氠

䏳摩杯  䙥摥牡氠 摥  倀爀潣敤業楥渀琀漀猠 䍩癩汥猬  慰汩捡搀潳 

獵灬攀琀漀物慭敮瑥  愀氠 捡獯  瀀潲  慳 摩獰潮敲汯  敬  湵浥牡氠 ㈬  愀氠

捯湳瑡爠敮⁣潰楡⁣敲瑩晩捡摡⸀

偯爠 瑡湴漬  敬  搀潣畭敮瑯  灲散椀獡摯  牥癥氀愠 煵攠 污  瀀慲瑥 

煵敪潳愠 班  牥慬椀竳  敬  灡最漠 搀敬  椀浰略獴漠 愠 氀愠 慤煵楳楣槳渀  摥 

扩敮敳  楮浵攀扬敳Ⱐ 灯爠 攀湤攬  獥  慵琀漀  慰汩揳  敬  浥捡渀楳浯 

捯湴敮椀摯  敮  敬  灲散数瑯  捯渀獩摥牡摯  捯渀琀牡物漠 愠 污 
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constitución en los términos precisados en la presente 

sentencia.

SEXTO. Efectos de la concesión. 

Con fundamento en el precepto 77, fracción I, de la ley 

de la materia, procede conceder el amparo al  ******* 

********* ******* ******* *******, para los efectos 

siguientes

I. Se desincorpore de la esfera jurídica de la quejosa, la 

hipótesis legal contenida en el 10 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, para el 

ejercicio fiscal 2026, de modo que no pueda aplicarse en el 

presente ni lo futuro hasta en tanto no se reforme la mecánica 

del tributo.

 Lo anterior, con fundamento en la jurisprudencia P./J. 

112/99 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 19 del tomo X del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

noviembre de 1999, de rubro: “AMPARO CONTRA LEYES. 

SUS EFECTOS SON LOS DE PROTEGER AL QUEJOSO 

CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y FUTURA.”

II. Le sea devuelta la cantidad erogada por la 

promovente del juicio por concepto del impuesto sobre 

adquisición de inmuebles materia del presente juicio, 

reflejada en el recibo de entero  ************ de once de 

agosto de dos mil veintiséis, expedido a nombre del quejoso, 

por el concepto de impuesto sobre Adquisición de Bienes 

Inmuebles y otros Derechos Reales por la cantidad de 
$********** ******* ********* *** *********** ********** 

***** *** ********** ****************** respecto del 

inmueble ubicado en  ***** ******* ***** ***** ****** 
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**** *************** *********** ***** ***** *** **** 

*******

Lo anterior es así, ya que al declararse inconstitucional 

el mecanismo previsto en el 10 de la Ley de Ingresos del 

Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí, para el 

ejercicio fiscal 2024, tiene como efecto que no se aplique a la 

quejosa el precepto declarado inconstitucional y se le 

restituyan en su totalidad las cantidades enteradas; toda vez 

que el vicio que motivó la inconstitucionalidad no es 

subsanable, a pesar de que el ordenamiento legal prevea una 

cuota fija a pagar por cada rango, puesto que es 

precisamente, la combinación de los elementos previstos en 

la tabla inserta en el precepto legal en mención, lo que 

permite el cálculo del impuesto sobre adquisición de 

inmuebles, por lo que no es posible que alguno de los 

elementos –límite inferior, límite superior, cuota fija y factor de 

aplicación sobre el excedente de límite inferior– puedan 

subsistir, porque al estar viciado el cálculo, todos los 

elementos que lo conforman se tornan inconstitucionales . 

Cabe precisar, que al resultar inconstitucional el cálculo 

del impuesto implica que el contribuyente del impuesto quede 

liberado de enterar la contribución referida, al no resultar 

procedente determinar que el quejoso pague el impuesto con 

base en la cuota fija establecida en el rango en el que se 

ubica el bien inmueble respecto del que pagó el impuesto 

sobre adquisición de inmuebles, ya que ello implicaría que 

con posterioridad al establecimiento del impuesto, una 

autoridad jurisdiccional interviniera en la determinación de la 

tasa o tarifa, lo que resultaría contrario al principio de 

legalidad tributaria, pues se permitiría que uno de los 

elementos del esenciales del impuesto –tasa– se modificara 

por un órgano jurisdiccional. 
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Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia 

P./J. 62/98, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, registro digital 195159, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Noviembre 

de 1998, página 11, que dice:

 
“CONTRIBUCIONES. EFECTOS QUE PRODUCE LA 
CONCESIÓN DEL AMPARO CUANDO SE RECLAMA 
UNA NORMA TRIBUTARIA. Existen mecanismos de 
tributación que son simples, cuyos elementos 
esenciales, tales como sujeto, objeto, base y tasa, 
requieren cálculos básicos que no necesitan una mayor 
pormenorización en la ley. Así, a medida que un tributo 
se torna complejo, para adicionarse mayores 
elementos que pueden considerarse al realizar su 
cálculo, surgen previsiones legales que son variables, 
es decir, que no se aplican a todos los contribuyentes, 
sino sólo a aquellos que se ubiquen en sus hipótesis 
jurídicas. En efecto, hay normas tributarias que 
establecen los elementos esenciales de las 
contribuciones y otras que prevén variables que se 
aplican a dichos elementos esenciales. En el caso de 
las primeras, de concederse el amparo, su efecto 
producirá que el gobernado no se encuentre obligado a 
cubrir el tributo al afectarse el mecanismo impositivo 
esencial cuya transgresión por el legislador no permite 
que sus elementos puedan subsistir, porque al estar 
viciado uno de ellos, todo el sistema se torna 
inconstitucional. Lo anterior no ocurre cuando la 
inconstitucionalidad se presenta en un elemento 
variable, puesto que el efecto del amparo no afectará el 
mecanismo esencial del tributo, dado que se limitará a 
remediar el vicio de la variable de que se trate para 
incluirla de una manera congruente con los elementos 
esenciales, sin que se afecte con ello a todo el sistema 
del impuesto.”

Asimismo, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia 

2a./J. 103/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, registro digital 2009871, de la 

Décima Época, consultable en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Libro 22, Septiembre de 2015, 

Tomo I, página 684, que reza:

“TASA O TARIFA DE UN IMPUESTO. SU 
MODIFICACIÓN PUEDE IMPUGNARSE EN 
AMPARO, SIN QUE ELLO DÉ LUGAR A RECLAMAR 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL RESTO DE LOS 
ELEMENTOS DE AQUEL QUE HUBIERAN SIDO 
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CONSENTIDOS. La modificación a la tasa o tarifa de 
un impuesto constituye un acto legislativo nuevo, sólo 
en cuanto a la transformación de la cuantía de dicho 
elemento esencial; y, en ese sentido, la hipótesis 
consistente en la decisión del legislador de modificar su 
importe puede impugnarse mediante el juicio de 
amparo, sin que ello otorgue a los gobernados la 
posibilidad de reclamar en la vía constitucional los 
dispositivos legales que prevén los demás elementos 
esenciales del impuesto de que se trata que hubieran 
sido consentidos; salvo que la modificación de dicha 
tasa o tarifa hubiere repercutido directamente sobre 
algún otro elemento esencial del propio impuesto.”

Conforme con lo previsto en los artículos 192 y 197 de 

la Ley de Amparo, una vez que adquiera firmeza la presente 

sentencia, con el fin de lograr el debido cumplimiento de la 

concesión de amparo, vincúlese al Tesorero del 

Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad que recibió el 

pago del impuesto acorde con el recibo de entero 

************. 

En la inteligencia de que si bien la tutela protectora 

alcanza a autoridades responsables que participaron en el 

proceso legislativo, ello no implica por parte de éstos la 

realización de algún acto concreto en cumplimiento al fallo 

protector, de conformidad con lo señalado en el criterio 

sustentado por el propio Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al aprobar la tesis P CXXXVII/96, 

Novena Época, con registro digital 200006, consultable en el  

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IV, 

Noviembre de 1996, página 135 , cuyo rubro es: “LEYES, 

AMPARO CONTRA. EFECTOS DE LA SENTENCIA 

PROTECTORA FRENTE A LOS ÓRGANOS QUE 

CONCURRIERON A SU FORMACIÓN. 

SÉPTIMO. Publicidad de la resolución. 

Conforme a lo dispuesto en los artículos 6º apartado A), 
fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 8 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y 
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
Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como el 

numeral 8º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, para la 

aplicación de la ley en cita, que establecen las disposiciones 

en materia de transparencia, acceso a la información pública, 

protección de datos personales y archivos; hágase saber a 

las partes el derecho que tienen a oponerse a que se hagan 

públicos sus datos personales;  conforme al artículo 73 

fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, el presente asunto estará a disposición 

del público para su consulta cuando así se solicite conforme 

al procedimiento de acceso a la información establecido.

Hágase saber que con independencia de que las partes 

manifiesten o no su oposición a la publicación de sus datos 

personales, en la versión pública de la sentencia que se 

emita en el presente asunto, se suprimirán los datos 

confidenciales que pueden contener de conformidad con el 

artículo 116 de la citada Ley General, y con lo dispuesto en 

los artículos 25 y 28 del Acuerdo General del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal que establece las 

disposiciones en materia de transparencia, acceso a la 

información pública, protección de datos personales y 

archivos, de fecha veintisiete de noviembre de dos mil trece, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de 

febrero de dos mil catorce.

Por lo que, captúrese el día de su publicación la 
presente sentencia con la correspondiente supresión de 
datos personales para la generación automática de la 
versión pública, a través del Sistema Integral de 

Seguimiento de Expedientes (S.I.S.E) y agréguese al 

expediente el acuse de recibo electrónico que justifique su 

registro.
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Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 61, 

63, 74, 77, y 124 y demás relativos, de la Ley de Amparo, se 

resuelve:

PRIMERO. La Justicia de la Unión Ampara y protege 
a  ********* ******* ******* *******, contra los actos y 

autoridades precisados en el considerando tercero de la 

presente sentencia, acorde con las consideraciones 

expuestas en el considerando quinto, para los efectos 

precisados en el considerando sexto de la presente 

sentencia.

SEGUNDO. Publíquese la presente sentencia en 

términos del considerando último de esta resolución.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Ana Ley Flores Sánchez, Juez 

Primero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, con sede 

en la ciudad del mismo nombre asistida del Secretario, José 
Ángel Hernández Pérez, que da fe. Doy fe. 

Razón. El suscrito José Ángel Hernández Pérez, Secretario del Juzgado, certifico 
que con motivo de la sentencia dictada el día de hoy cuatro de septiembre de dos mil 
veintiséis, en el juicio de amparo 1297/2026, se gira los oficios 34362, 34363, 34364 y 
34365, los cuales se autorizaron física y electrónicamente, y se adjunta a la presente 
determinación para su entrega al fedatario judicial de adscripción para los efectos 
legales y administrativos a que haya lugar. Doy Fe. 

(Esta foja corresponde a la última parte de la sentencia dictada el cuatro de 
septiembre de dos mil veintiséis, en los autos que integran el juicio de amparo 
252/2026). Conste..
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
“2026, Año de Margarita Maza Parada”

OFICIO (S)

34362/2026 TESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE 
SAN LUIS POTOSI 
34363/2026 NOTARIO PÚBLICO NÚMERO TREINTA Y TRES EN 
EL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSÍ 
34364/2026 CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 
34365/2026 GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
DE SAN LUIS POTOSÍ  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

Por vía de notificación, para su conocimiento y efectos legales 
del caso, con el presente me permito remitirle copia autorizada de la 
sentencia dictada en esta fecha, en el juicio de amparo *********, 
promovido por ********* ******* ******* *******, contra actos 
de usted.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, cuatro de septiembre 
de dos mil veintiséis.

José Ángel Hernández Pérez.
Secretario(a) del Juzgado Primero de Distrito en el 

Estado.

*Oficio autorizado mediante firma electrónica (FIREL), como se 
advierte de la evidencia criptográfica adjunta y los datos que de 
ella se aprecian al margen de cada hoja.
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aEl cuatro de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado José Ángel

Hernández Pérez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de
Distrito en el Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


